Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Lorier) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 37 minutos) 


-La Comisión tiene mucho gusto en recibir a representantes del Fondo Social de Vivienda, quienes 
solicitaron audiencia para explicitar su importante problemática. Solo resta otorgarles la palabra y adelantar 
que estamos plenamente dispuestos a escuchar y atender lo que tengan para decir. 


SEÑOR PRIETO.- Muchas gracias. 


Antes de comenzar quiero indicar que en mi calidad de escribano, me desempeño como asesor 
de esta Comisión que se ha formado. A su vez, soy ayudante en la Cátedra de Técnica Notarial IV y trabajo 
junto al escribano Héctor Medero Pintos en la de Contratos Civiles y Comerciales de la Facultad de 
Derecho, desde hace ya seis años. Hemos estudiado toda la problemática centrada y vinculada con los 
Fondos Sociales de Vivienda, motivo por el cual elaboramos un pequeño boceto a los efectos, no ya de 
ilustrar a los integrantes de la Comisión -porque probablemente sus miembros ya tienen presente el tema- 
sino de dar un puntapié inicial en el estudio de estos Fondos. 


En primer lugar, me voy a referir al concepto en sí mismo. Los Fondos Sociales de Vivienda 
fueron creados en el marco de lo establecido por la Ley N* 13.728, llamada Plan Nacional de Vivienda, y 
su Decreto Reglamentario. En el Capítulo XI, artículo 177, se consagra el concepto y los principios 
fundamentales de estos Fondos. Concretamente se dice que tienen como fin primordial la generación de un 
aporte que será destinado a la construcción y conservación de viviendas propias y permanentes de los 
partícipes. Podemos ver en algunos de sus conceptos, por ejemplo, en el de “propios y permanentes”, 
ciertas contradicciones que pueden dar lugar a dudas. Pregunto: ¿cuál es el alcance del concepto 
“permanente”? ¿Es realmente propia si es permanente? ¿Puedo disponer de ella ya sea enajenándola por 
cualquier título y modo o gravándola con cualquier derecho real? ¿Se contradice este concepto con lo 
establecido en el Decreto N* 68/71, Capítulo IV, artículos 24 y 25? El artículo 24 reza: “Todo adjudicatario 
recibirá la unidad con derecho a uso y goce hasta que adquiera la plena propiedad en las condiciones que 
se establecen en los artículos siguientes. Sin perjuicio a lo expresado, las Comisiones Administradoras 
podrán optar por la aplicación del régimen de Promesa de Venta a Plazos”, etcétera. Por su parte, el 
artículo 25 dice: “Hasta alcanzar la plena propiedad los derechos son intransferibles y el bien no podrá ser 
gravado ni afectado a otro destino que no sea el de habitación del adjudicatario y su núcleo familiar”. 


El artículo 177 de la Ley N* 13.728 enumera determinados fundamentos que regulan este tipo de 
Fondos. Para comenzar, distingue a los Fondos Sociales como un “Sistema de Aporte Solidario Gremial”. 
Es entonces que se puede diferenciar este de otro tipo de sistema, como puede ser el cooperativo -ya sea 
por ayuda mutua o de propietarios- el de ahorro previo, el de círculos, etcétera. Asimismo, establece otra 
pauta característica de este sistema: el aporte solidario, interempresarial, ya que aportan tanto patrones 
como obreros. Como característica también se señala que es “gremial”, es decir que obliga y vincula 
solamente a los miembros de cierto gremio. 


Como se dijo en lo referente al concepto de Fondo Social de Vivienda, el aporte mencionado será 
“destinado a la construcción y conservación de viviendas propias y permanentes de los partícipes”, con 
todas las contradicciones que tal concepto genera. Tengamos en cuenta, además, que la creación, 
administración y distribución de los fondos y su destino deben ajustarse a lo prescripto por ley, hecho que 
contradice la limitación que los artículos 24 y 25 hacen al derecho de propiedad. 


En función de lo establecido en el artículo 178 del cuerpo normativo a que hicimos referencia - 
acerca de que “los Fondos Sociales de Vivienda se consideran una forma de participación en los Planes 
Nacionales de Vivienda”- y tomando en cuenta las palabras del señor Presidente de la República en cuanto 
a que la vivienda es una de las prioridades de esta Administración, resulta importante un estudio 


pormenorizado de este sistema a los efectos de que se dinamice y pueda garantizar el acceso a la vivienda 
y su conservación. 


SEÑOR RIVEIRO.- Como ex trabajador de Cutcsa, estoy en condiciones de denunciar y trasladar las 
inquietudes que realmente aquejan a muchas ramas del sector privado. Lo que estamos denunciando es 
que el proceso que se ha vivido en esta materia no está de acuerdo con el espíritu del Capítulo Xl de la Ley 

N* 13.728. Vamos a hacer entrega de toda la documentación sobre la situación que estamos 
denunciando con respecto a la forma en que hoy día se está manejando el tema de los Fondos Sociales de 
Vivienda. Sentimos avasallado un derecho que la ley marca como propio y que está siendo vulnerado por 
una reglamentación interna que deja mucho que desear. Por lo tanto, esta situación no se enmarca en lo 
que establece la ley. 


A esta Comisión hemos traído la problemática de que, en función del derecho de acceso a la 
vivienda que tienen muchos trabajadores, se está delineando un sistema de carácter inmobiliario y no 
social, como sí lo determina el Capítulo Xl de la Ley N* 13.728. Nosotros catalogamos a este Fondo de 
“Ley de los Tres Mosqueteros” y a continuación diré por qué. Fue creado a través de los Consejos de 
Salarios en acuerdo mutuo entre las empresas, el Estado y los obreros, y su objetivo principal era el aporte 
solidario para que el trabajador pudiera obtener su vivienda propia. Este sistema solidario surgió como 
resultado de una reivindicación salarial por medio de la cual en lugar de que el trabajador reciba esa suma, 
se invierte en un Fondo que le permita acceder a la vivienda propia. Por lo tanto, hoy estamos en 
condiciones de afirmar que el Fondo Nacional de Vivienda no es lo que aparenta ser, ya que se parece más 
a un sistema inmobiliario o cooperativista, donde todo préstamo es trasladado al adjudicatario de la 
vivienda. Si los Fondos Sociales de Vivienda tuviesen dinero y capital propio, sería viable y muy fácil que 
antes de trasladar ese préstamo social a la construcción de viviendas, se pudiese debitar del capital 
genuino de cada Fondo. Actualmente hay muchos trabajadores que han perdido su vivienda; por ejemplo 

-así consta en los informes que hemos entregado- en el año 2008, fueron 216 las familias que perdieron 
su vivienda por causa de esta situación. Consideramos que los Fondos Sociales de Vivienda se crearon 
para que el socio, el adjudicatario, al final del proceso de pago de las cuotas sociales obtenga una vivienda 
propia. 


Queremos plantear en esta Comisión que es incierto que en un futuro inmediato los trabajadores 
puedan acceder a una vivienda de este tipo, con la agravante de que si no paga, la familia puede quedar 
en la calle. No estamos ante un sistema social como tal, porque no se nos da la posibilidad de que nuestras 
familias accedan a un derecho consagrado en la ley, y tampoco podemos hacer que nuestros hijos tengan 
el futuro que realmente deseamos. Es muy incierto que a través del Fondo Social de Vivienda podamos 
acceder a una vivienda de este tipo; lo decimos porque sabemos que respecto a otros Fondos se ha 
tomado la decisión de desalojar a los trabajadores antes de amortizar la vivienda. Es más, la amortización 
no es considerada, ya que se destina un capital específico para la construcción y conservación de la 
vivienda. 


No queremos que los señores Senadores piensen que hemos usurpado un derecho; el derecho 
nos lo otorgan claramente los artículos 177 a 181 de la Ley N” 13.728, que dan razón a nuestro planteo. 
Puesto que contamos con dinero genuino, creemos justo que se nos entreguen las viviendas en las 
condiciones indicadas por la ley. Hace falta una revisión de los reglamentos internos que han incorporado 
artículos que más bien parecería que forman parte del sistema cooperativo y no del sistema de los Fondos 
Sociales, que es claro y sencillo de ser llevado adelante por cualquier administración. Consideramos que 
los Fondos Sociales de Vivienda deben liberarse del concepto de lucro, porque no se pueden obtener 
ganancias a expensas de los trabajadores. ¿Por qué? Porque hemos aportado durante años para tener un 
cierto capital que nos permita acceder a la vivienda propia. Es por eso que buscamos llegar a un acuerdo 
con esta Comisión, en virtud de cinco años de investigación del tema. De una vez por todas queremos que 
se nos dé la posibilidad de demostrar que este sistema existe, que se nos permita aclarar que tenemos 
derechos adquiridos y que, a su vez, se ponga un freno a esta situación lo antes posible. En ese sentido, 
pretendemos que se dicte un decreto de suspensión de lanzamientos para reconstruir el sistema, ya que 
esta situación ha golpeado y afectado duramente a los trabajadores. Estamos realmente anonadados por 
esta situación que nuestras familias viven con una gran incertidumbre. 


Sabemos que este sistema viene funcionando desde hace 43 años, pero desconocemos si en 
algún momento se ha podido ingresar al Plan Nacional de Vivienda a través de un planteamiento nacional. 
Este sistema de Fondos Sociales de Vivienda está inmerso en un solo círculo, donde no existe 
participación de ningún tipo para efectuar alguna planificación de vivienda popular o decorosa para los 
trabajadores. Hoy en día -quiero dejar esta constancia- hay trabajadores que forman parte de este sistema 
pero viven en asentamientos, mientras que otros son auxiliados por familiares. Es por eso que creemos 
que es una obligación encontrar una solución a la brevedad. Vamos a dejar documentación en la Comisión 
para que se la hagan llegar a la señora Ministra con el fin de que tome este caso, inclusive, para poder 
resolver problemas de viviendas a nivel nacional y ya no a nivel departamental. 


SEÑOR CUBA.- Represento a los gremios que se atrevieron a inventar este proyecto de ley, es decir, a la 
gente del Puerto. Este asunto es más grave y, al respecto, dejo constancia de que desde el año 1991 
estamos haciendo denuncias en el Parlamento, pero no entendemos por qué no pasa nada. Estamos 
hablando de gente que hace amenazas de muerte e, incluso, en algunos casos intervino el ex Ministro 
Stirling. 


Voy a hacer una breve lectura, aunque es muy difícil resumir 42 años en una hoja. En el año 
1967, los cuatro gremios portuarios pararon durante cinco días el Puerto y le ganaron la huelga al entonces 
Presidente Pacheco Areco. El aumento de salarios que ellos pedían era del 36%, pero el Gobierno solo 
aceptó un 30%. Ese 6% formaba parte del sueldo, a lo que se agregaba un 2% que aportaban las 
empresas navieras. Entonces, ese 8% -es decir, el 6% más el 2%- era sobre el sueldo -y, por lo tanto, no 
se podía tocar- sobre un jornal de 6 horas. Además, al haber carga sucia, se tenía que trabajar arriba de 
los tablones, con palas y bolsas. Realmente, los trabajadores dejaban los pulmones y hoy se están 
muriendo y pasando frío porque les están cobrando por viviendas que hace 42 años que venimos pagando. 
A instancias de los sindicatos y de sus afiliados se elaboró una Ley de Vivienda, la N* 13.728, normativa 
que fue aplicada en Uruguay y adoptada por países como Finlandia y Dinamarca. Tuve contacto con los 
firmantes y creadores de esta ley, con quienes pelearon por ella, pero lamentablemente ya murieron porque 
era gente mayor. Ahora voy a seguir yo hasta donde pueda. 


Lo único que pedimos es que se cumpla la ley; no sabemos por qué no se cumplen las leyes. En 
su momento esta ley fue un orgullo para el país. Lamentablemente, cuando nombraron al cuerpo 
administrador -estoy hablando de la gente del Puerto- no pensaron que se iban a mover sumas tan 
grandes, y así se crearon comisiones corruptas y ladronas, por falta de capacidad del personal. Mi padre, 
por ejemplo, apenas tenía estudios primarios y un exceso de confianza. Todo esto, junto a acciones 
equívocas del Gobierno y de las distintas administraciones, llevó a que aun hoy se estén pagando estas 
viviendas. Desde el año 1991 venimos denunciando y demostrando muy documentadamente las 
irregularidades que hasta el día de hoy continúan verificándose. Esto salió en la prensa muchas veces 
-aclaro que no traje todos los recortes porque tengo más de 3.000 folios de denuncias y de documentación- 
e, incluso, logramos que se interviniera la Comisión Administradora de Fondos de la Estiba. El informe del 
señor lzuibejeres -que todos conocemos de la época en que intervino la ex empresa ONDA, y sabemos 
que es una persona totalmente confiable- es lapidario. Ese informe se pasó a la Justicia y no sucedió nada; 
la Justicia tampoco se expidió. Sé que el Centro de Navegación y las empresas navieras tienen mucho 
dinero, pero me duele que pasen estas cosas. Como decía, se intervino la CAFE y el informe realizado por 
el doctor Izuibejeres fue, repito, lapidario. 


La mal llamada Ley de Puertos, es decir, la N* 16.246, del año 1992, anuló a los sindicatos. Con el 
silencio cómplice de los gobernantes, grupos seudosindicalistas se apoderaron de los manejos de los 
Fondos y algunos de sus integrantes hicieron amenazas de muerte. Inclusive, vinieron a mi casa a 
amenazarme con revólveres. Además, entregaron viviendas a quienes ellos querían y, en mi caso, no me 
cobraron para poder echarme. Estas situaciones se denunciaron, pero nunca fueron consideradas. Por 
intermedio del ex Diputado Chifflet y de la entonces Diputada Raquel Barreiro -quien en su momento fue 
Presidenta de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente- se logró que se estudiara un proyecto 
de ley para que los representantes de los complejos habitacionales pudieran administrar los Fondos, pero 
esta iniciativa también quedó trunca. Viudas pobres y jubilados siguen pagando hoy día esa vivienda - 
proceso que comenzó en el año 1967- destinando dineros que deberían ser para calefacción y 
alimentación, para engordar los bolsillos de abogados y administradores que desconocen totalmente la ley 
vigente N* 13.728. Además, cobran por las viviendas lo que ellos quieren, desconociendo los derechos, 


desalojando a gente que ha pagado durante todos estos años. Por ejemplo, mi vecina de al lado tiene 
hepatitis C, que se contagió en un supermercado a través del dinero. La echaron del trabajo y ahora la 
quieren desalojar porque no consigue empleo. Conozco a una señora viuda que tiene cáncer, a la que 
también quieren echar, y lo único que logró fue que su vivienda no pasara a sucesión. El interventor actual 
de la Comisión Administradora del Fondo habla con las personas y les dice que no coman, pero que a él le 
paguen. Lamentablemente, estos son los negocios que hoy día se hacen en nombre del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; les puedo asegurar que hay un Ministerio paralelo 
porque hemos hecho denuncias en la Cartera y nunca prosperaron. Estamos hablando de cientos de 
documentos con pruebas, intervenciones de la Justicia, etcétera. No sé qué sucede; no sé qué otros 
documentos les puedo dar. En su momento casi se logró aprobar un proyecto de ley por el cual los que 
iban a administrar la vivienda eran los mismos que viven en ellas. 


Si realmente tienen interés, hay mucha gente que conoce estas cosas y, como dije, tengo más de 
3.000 folios de documentos que he coleccionado respecto a todos los complejos. Estamos hablando de 11 
complejos y de aproximadamente 700 familias, a las que se impuso el llamado “grupo familiar”. Eso no 
corresponde; fue un invento y no está en la ley. 


Me gustaría saber qué está pasando con el dinero que hoy están cobrando esos Fondos. ¿Por 
qué? Porque se trata de Fondos Sociales. Por ejemplo, mi padre aportó toda la vida, desde el año 1967, el 
8% del jornal. Estamos hablando de muchísimo dinero, que dejé de recibir, para hacer viviendas que 
todavía me siguen cobrando a mí, 42 años después. 


Como decía, se trata de Fondos Sociales, es decir que la gente que ingresaba en el Puerto 
adquiría derechos, y por eso se seguía pagando. Sin embargo, en determinado momento les dieron dinero 
a cambio del trabajo y se fueron, con lo que desaparecieron los sindicatos e ingresaron estas mafias. 
Aparte, quisieron vender los locales. Nadie vio nada, nadie sabe nada y no pasó nada en este país. 
Lamentablemente, la gente del Puerto está muy cansada y está buscando otras medidas; después de esta 
visita al Parlamento vamos a ir a Presidencia, y luego de eso se irá al exterior, porque todo esto que les 
estoy contando y que está documentado, es increíble. Es todo un circo; no sé qué pasa. ¿Tanto poder 
tienen las empresas extranjeras navieras? O la gente tiene miedo porque, como les dije, las amenazas 
ocurren todos los días. 


Podemos brindar a los señores Senadores los documentos y el asesoramiento que necesiten. La 
ley está vigente; después se copió y se aplicó en el país por parte de otros gremios. Sin embargo, el gremio 
inventor sigue pagando. 


SEÑOR PICAPIEDRA.- Queremos que se cumpla lo que establece la ley. Nosotros dos pertenecemos al 
Fondo Social de Cutcsa y tenemos nuestras viviendas, pero las personas que han tenido enfermedades y 
que por diversas razones no han podido pagar, son expulsadas y terminan en un asentamiento. Cabe 
acotar que, en mi caso, soy el tercer dueño de esta vivienda en el complejo Cutcsa 4 -que se encuentra en 
la calle Millán, frente a donde estaba la Pepsi Cola- que fue construida hace veinticinco años. Reitero que 
ya ha pasado mucha gente por ese lugar; solo quedan aquellos viejitos que en su momento peleaban por el 
asiento del guarda. Tenemos también el caso del compañero baleado, que estaba pagando su 
vivienda, a quien se le dio un plazo de dos años para que terminara de pagarla. Acoto que hay muchas 
injusticias a ese respecto. 


Queremos que se aplique la ley; si bien no hablamos de una intervención, nos asisten razones 
más que obvias para saber que los números no dan y no tenemos idea de cuánta gente se queda sin 
vivienda. Nuestro Presidente ha tomado nota de lo que ha acotado el compañero Prieto, en el sentido de 
que la Administración tratará de ayudar en el tema de la vivienda para cada trabajador. 


SEÑOR MONFERMOSO.- Antes que nada, aclaro que soy integrante de una Comisión y Tesorero del 
Complejo Cutcsa 15. 


Nuestro objetivo es hacer respetar la ley, porque vemos que los Fondos Sociales no se condicen 
con lo que fue el origen de la norma. Su cometido era el de crear un Fondo Social, pero hoy se trabaja allí 
como si fuera una inmobiliaria. A pesar de que soy miembro de la Comisión del edificio, no tengo acceso a 
los números ni a la administración del Fondo. Hemos intentado reunir a las Comisiones de los distintos 
complejos para formar una Comisión intersocial con el objetivo de acceder a la documentación de los 
Fondos, pero se nos ha negado esa posibilidad de conocer qué sucede realmente con el dinero y la 
administración. 


El hecho es que hoy no se cumple el objetivo para el que fueron creadas esas viviendas y el 
trabajador está quedando fuera de ellas, porque al no poder cumplir con el pago de la cuota se lo desaloja, 
pero sigue siendo socio del Fondo Social, pues continúa trabajando en la empresa y esta sigue aportando 
por él, no obstante tener cercenados sus derechos. 


Simplemente, queremos que se cumpla con el fin para el que se crearon los Fondos Sociales, 
porque vemos que hoy no sucede así y los trabajadores resultamos perjudicados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se considera que ya han sido expuestas todas las inquietudes, los señores 
Senadores tienen la posibilidad de hacer preguntas con respecto a esta problemática. 


SEÑOR TAJAM.- Lamentablemente no conozco el tema porque provengo de otras Comisiones, pero me 
quedan algunas dudas sobre lo que se ha expuesto, por lo que haré algunas consultas para ubicarme 
mejor en la situación. 


En primer lugar, me gustaría conocer algo más del sistema a los efectos de saber si ese aporte 
tiene algún límite, es decir, si es por determinada cantidad de años, por un cierto volumen de dinero o por 
el costo de una vivienda. Hago la pregunta pues se ha manifestado que se sigue aportando por el 
trabajador y que, incluso, se produce un cierto descalce, porque entendí que al trabajador, esté 
usufructuando o no la vivienda, igualmente le siguen descontando. 


Me parece que se plantean problemáticas diferentes: una de ellas está dada por el hecho de que 
algunas personas aportan al Fondo, pero no tienen vivienda -por tanto, ese dinero que se aporta está 
siendo destinado a un fin que no es el que la ley preveía- y la otra gira en torno a la administración de los 
complejos, que presumo ha escapado a los legítimos propietarios. También quisiera saber cómo es el tema 
de los aportes, porque hay quienes aportaron, pero también están los que continúan aportando, lo que lleva 
a una problemática que parece no tener fin. 


SEÑOR RIVEIRO.- Respecto a la recaudación de los Fondos Sociales -traje una carpeta para que puedan 
tomarla como ejemplo- tanto de los gráficos, del Sunca como del transporte, se manejan con el mismo 
sistema del Capítulo XI de la Ley N* 13.728. Esta recaudación se hace a nivel global y es un aporte, en la 
parte funcional, que realiza la empresa. En el caso particular del transporte, en los Consejos de Salarios se 
establecieron compromisos en el sentido de hacer un aporte solidario del 3% global de todos los jornales 
que paga la empresa. En cuanto a este beneficio, se trasladaba el 3% del monto global para depositarlo en 
la ventanilla del banco. Ese dinero se estaba reuniendo para la construcción de viviendas, pero esto no 
tiene fin; es algo constante, y en la medida en que la empresa siga existiendo, ese descuento del 3% 
mensual debe ser aportado y depositado en el banco. Repito que esto no tiene fin y todos los meses se 
agrega capital a esos Fondos. Esto es lo que nosotros llamamos capital genuino. 


SEÑOR TAJAM.- Los comentarios que se están realizando motivan dos preguntas adicionales de mi parte. 
¿Se hace un aporte para un Fondo, que puede estar destinado a la construcción de viviendas para un 
sindicato de trabajadores, pero que no va a parar a una cuenta individual? A su vez, me gustaría saber 
dónde está ese fondo. 


SEÑOR RIVEIRO.- Ese fondo está depositado en el Banco Hipotecario, institución que custodia los bienes 
de los trabajadores que están en este sistema social. Lo que nos preocupa en este momento es la forma 
de administrar esos Fondos. Debemos reconocer que con ese dinero se han construido muchas viviendas, 


y como ejemplo está el Sistema de Fondos Sociales de Cutcsa, integrado por quince complejos, cada uno 
de los cuales alberga entre veinte y cien familias. Reitero que lo que nos preocupa aquí y nos provoca gran 
indignación es la indefinición de los derechos, porque los trabajadores, con nuestros capitales genuinos, no 
podemos lograr satisfacer nuestro derecho a la vivienda propia. 


SEÑOR PRIETO.- En un principio, la ley que regula los Fondos Sociales de Vivienda tenía un criterio más 
azaroso que de justicia. Por ejemplo, un trabajador con dieciocho años de edad podía acceder a la vivienda 
mediante un sorteo -esto se realiza cada vez que hay viviendas o unidades para adjudicar- mientras que 
otro casi en la etapa prejubilatoria era probable que no la obtuviera por no salir favorecido en el sorteo, 
incluso desde el momento en que comenzó a trabajar. Esto significa que hay ciertos aspectos que están 
relativamente librados al azar y no a criterios de justicia. Creo que era importante acotar este dato. 


SEÑOR CUBA.- Quería aclarar que todos los casos son diferentes. El primer caso era el relativo a Cutcsa, 
que es totalmente diferente al del Puerto, porque se aportó parte del sueldo y se trataba de un Fondo 
solidario. El tema es que desde el año 1992 no se sabe adónde van esos fondos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No están en el Banco Hipotecario? 


SEÑOR CUBA.- Esto es muy complejo. No solo no están en el Banco Hipotecario, sino que una persona, 
el doctor De Torres Wilson, cometió el error de informar a los pobres portuarios cuánto era el dinero que 
aportaba cada uno de ellos por cada barco cada vez que trabajaban. Llegó a hacer dos informes y después 
lo echaron; lo sacaron a punta de revólver. ¿Qué pasó? Fue como una especie de “avivagiles”; les dijo los 
millones de pesos que estaban entrando y que se estaban malversando. Esos dineros se están manejando 
desde el año 1967 en que se nombró la Comisión, y han hecho cualquier cosa. Actualmente, en el 
complejo donde vivo -ubicado detrás de la Tienda Inglesa de Bulevar José Batlle y Ordóñez- hay más de 
quince casas tapiadas, cuando hay gente tirada como ropa con piojo. Me refiero a la propia gente del 
Puerto -no solo al resto- que estos mismos administradores se han encargado de echar después de pagar 
toda la vida. ¿Qué sucede? Están entregando viviendas en forma de pago por un convenio que hicieron 
con el Banco Hipotecario. El complejo donde vivo se llama CAFE 8, Comisión Administradora del Fondo de 
Estiba 8. Los dineros estaban, pero como todos sabemos se perdieron, y entonces le pidieron recursos al 
Banco Hipotecario para completar el complejo. Lo que pasaba es que se robaban todo, con los 
representantes de los gremios -que eran delegados obreros- y con aquellos que estaban en representación 
de las Comisiones, no solo de las viviendas, sino también del Puerto. No tienen por qué guiarse por mis 
palabras; las denuncias policiales están hechas y todo está documentado. 


Por si esto fuera poco, el Banco Hipotecario luego cobró por esas viviendas y aún lo sigue 
haciendo. Da la casualidad de que esos abogados que ahora están llevando adelante la administración 
compran a los portuarios la vivienda en US$ 12.000 y ellos después se la venden al Banco Hipotecario - 
aclaro que no hay recibo- en US$ 17.000. Lo que sucedió en la Armada Nacional es un poroto si lo 
comparamos con el manejo a que he hecho referencia. Se han estado moviendo dineros en actividades en 
nombre del Puerto, y fíjense que les estoy hablando de millones de pesos. 


Hay que tener en cuenta que los portuarios ganaban muy bien. Mi padre era un estibador - 
también hijo de estibador- que iba a los clubes Rowing y Neptuno y ganaba muy bien. Por lo tanto, el 8% 
que él aportaba en su momento era mucho dinero. Además, como ya expliqué, trabajaban seis horas, pero 
si llovía se sumaban seis horas más; si la carga era sucia, también se agregaban seis horas más. Incluso, 
si se pasaban quince minutos porque había que completar la carga, también aumentaban las horas. Era 
mucho dinero; tan es así que mi padre compró propiedades y terrenos por todos lados. Tuvo buena 
cabeza, aunque lamentablemente no todos los portuarios tomaron las mismas decisiones y hoy en día 
están pagando esas situaciones. 


En definitiva, hay un gran cúmulo de irregularidades y lamentablemente tenemos 3.000 folios con 
denuncias realizadas por parte de todos los complejos. 


Hoy día, al que va con dinero se le otorga una vivienda, porque esta gente que está en 
representación del Ministerio -como Guzmán lzuibejeres- actúa como una inmobiliaria. Es más, en los 
juzgados he escuchado decir a otros abogados “mirá que esa vivienda la remato yo”. Se están “haciendo la 
América” a costa del sacrificio de gente mayor que está a punto de morir. Podría acercar a los señores 
Senadores al complejo donde vivo para mostrarles que hay gente que en este momento no tiene 
calefacción porque gana entre $ 4.000 y $ 5.000 de jubilación y está pagando, desde el año 1967, $ 2.000 
por una vivienda. No puedo creer que en este país se dé esta situación tan lamentable, pero más 
lamentable aún es que la venimos denunciando desde hace tiempo. 


SEÑOR MONTIEL.- Voy a formular algunas preguntas para poder acercarme al centro de este tema, que 
veo tiene su larga historia. 


Existe un marco legal, un sistema de contribución y un organismo custodia, que es el que retiene 
esa masa de dinero. Ahora bien, lo que no me queda claro es quién decide y define en materia de gestión y 
administración de ese dinero que custodia el Banco Hipotecario del Uruguay -tal como fue dicho aquí- y 
que no le pertenece, puesto que es de cada uno de los grupos que integran el Fondo Social de Vivienda. 
Veo que estos grupos tienen distintas características: algunos son organizaciones gremiales, otros son 
organizaciones sindicales, etcétera. Entonces, ¿quién define la gestión y administración de ese dinero? 
¿Quién es el que decide a qué se destina, esto es, si a la construcción de viviendas o a otra cosa? 


Por otra parte, me gustaría que me aclararan la siguiente inquietud. En caso de acceder a una 
vivienda por sorteo, ¿es para siempre? Supongo que el hecho de salir sorteado no implica una cuota, pero 
al continuar vinculado a la empresa se sigue descontando para este Fondo solidario. Entonces, no entiendo 
por qué hay desalojos. 


SEÑOR RIVEIRO.- Las administradoras nombradas por cada sindicato son las únicas que tienen la 
potestad de manejar esos bienes. Ahora bien, como es sabido, existen reglamentos internos en cuanto a 
esos nombramientos. Por supuesto que también hay carencias en torno a este tema, pero lo concreto es 
que las administradoras son las únicas que tienen la posibilidad de sacar el dinero y disponer de él de 
acuerdo a como ellas lo planifiquen. Nosotros, como socios de los Fondos, en este momento no tenemos 
acceso a ese capital por la sencilla razón de que está en custodia del Banco Hipotecario y este solamente 
muestra los números a la administradora. 


En cuanto a la segunda pregunta que hizo el señor Senador Montiel, las viviendas son 
construidas con dinero genuino, pero como contrapartida solo logramos obtener una vivienda en la 
categoría de uso y goce y no de propietario, aunque en muchos casos se nos obliga a cumplir con las 
disposiciones municipales en toda su extensión. Estoy hablando tanto del alumbrado como del 
saneamiento. Además, en muchísimos casos se nos hace pagar Contribución Inmobiliaria -de lo que 
tenemos comprobantes- a pesar de la categoría por la que accedemos a la vivienda. Esto quiere decir que 
nos dan un cierto derecho de decir que somos propietarios, pero en realidad no lo somos. Para nosotros 
ese juego es injusto; si la ley dice que nos tienen que dar una vivienda con la categoría de propietarios, 
¿por qué nos ponen dentro de una categoría que solo usan las cooperativas? Estamos de acuerdo en que 
hay cooperativas en las que se tiene el uso y goce de la vivienda hasta que culmine la amortización, 
porque se construyeron a partir de un préstamo social que es otorgado por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o por la Agencia Nacional de Vivienda. Por su parte, los Fondos 
Sociales de Vivienda tienen la particularidad de crear viviendas, precisamente, con ese fin social. De aquí, 
entonces, que cataloguemos a esta Ley de Fondos Sociales como “la Ley de los Tres Mosqueteros”: todos 
para uno y uno para todos. Cito este ejemplo para que se vea que el sistema debería ser justo. Ahora bien, 
si tenemos dinero genuino, me pregunto por qué lo tenemos que usar para amortizar la vivienda a un 
precio que a veces lleva a involucrar -por medio del descuento global- a nuestras esposas e hijos, si son 
trabajadores y figuran en planilla reglamentariamente. Esto es algo realmente muy injusto, que crea un 
caos social a los trabajadores. Concretamente, traemos el ejemplo de los trabajadores del transporte, que 
somos jornaleros; nuestro ingreso depende de los jornales que hagamos. Esto nos trae aparejado no poder 
tener ni gozar de nuestra vivienda propia. 


SEÑOR PRIETO.- Creo que ha quedado más o menos respondida la interrogante planteada por el señor 
Senador. Cada Fondo tiene una Comisión Administradora, lo cual surge del Decreto N* 68/71. 


Estamos frente a un sistema sui géneris, bastante particular, que está casi a medio camino entre 
lo propio y lo cooperativo y que, según mi criterio y el de otros colegas que lo han estudiado, tiene un 
tratamiento jurídico muy cuestionable. 


En otro orden de cosas, mientras que en la ley se dice que el aporte está destinado a la 
construcción y conservación de viviendas propias y permanentes -de lo cual dejo constancia en el 
informe que realicé- el Decreto reglamentario, que es de menor jerarquía que la ley, establece que todo 
adjudicatario recibirá la unidad con derecho a uso y goce hasta que adquiera la plena propiedad. Ahora 
bien, ¿es propia o no? ¿Tengo derecho a uso y goce? De acuerdo con lo que establece la ley, sería propia. 
Entonces, ¿puedo disponer de ella, hipotecarla, gravarla, venderla o donarla? Esto es algo que puede dar 
lugar a situaciones contradictorias. 


SEÑOR CUBA.- Este aspecto relacionado con el manejo y la administración de los Fondos está bien 
definido en la ley madre, pero lamentablemente no se cumplió con lo que allí se establece. Durante la 
Presidencia del doctor Jorge Batlle se designó un interventor que comenzó a mover los Fondos “a piacere”. 
Incluso, se llegó al colmo de que en CAFE 9, en Centenario y Arribeños, había una familia que pagaba $ 
50.000 por mes; ella era Jefa de Cajeros del Banco de la República Oriental del Uruguay y él Jefe de 
Aduanas, y se les cobró el monto correspondiente al núcleo familiar. Este interventor, que ha pergeñado 
esas cosas raras, es el que sigue administrando los Fondos Sociales de las Viviendas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular una pregunta relativa a los Fondos de la Estiba. ¿Actualmente 
funciona una Comisión interventora de los Fondos de la Estiba? En caso afirmativo, me gustaría saber 
quiénes son sus integrantes y cómo se designan los interventores. 


SEÑOR CUBA.- Como dije, el interventor es el mismo abogado designado por el doctor Jorge Batlle. 


En mi caso concreto, cuando recibí el cedulón de desalojo, envié una carta al doctor Tabaré 
Vázquez comunicándole que me ¡ba a resistir como una forma de protesta. Luego, mis compañeros y la 
gente del Comité me dijeron que no procediera así porque se aproximaban las elecciones. ¿Y qué pasó? El 
compañero Tabaré Vázquez le comunicó mi denuncia al señor Ministro, y este a su vez al señor interventor. 
¡Se podrán imaginar lo que me contestó el interventor! ¡Es como ir a la comisaría y decir que los policías 
me están pegando! Lo único que logré, gracias a la intervención del PIAI, fue acordar pagar $ 3.500 
mientras ganaba $ 6000 en una empresa de vigilancia; de lo contrario, me habrían desalojado. Reitero, fue 
gracias a los oficios del PIAI, porque el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento, Territorial y Medio Ambiente 
no existe. Hay dos Ministerios, uno dentro del otro. No sé; parecen cosas de no creer, pero son ciertas. 


SEÑOR MONFERMOZO.- Cuando accedemos a la vivienda, además del aporte que hace la empresa, los 
trabajadores pagamos trescientas cuotas de un importe que representa el 20% de los ingresos del núcleo 
familiar. Una vez al año realizamos una declaración jurada y esa cuota se ajusta a ese valor. Reitero, se 
trata de trescientas cuotas del 20% de los ingresos del núcleo familiar. En ocasiones se presentan casos 
de gente que deja de pagar la cuota y es desalojada; sin embargo, sigue trabajando en la empresa, que a 
su vez sigue aportando por ese trabajador, pero este no tiene derecho a acceder a una vivienda porque 
perdió sus derechos, lo que lleva a una especie de doble tributación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que veo, tenemos el Fondo Social del Sunca y el del Sindicato de Artes 
Gráficas, pero quizá haya otros. Los sistemas de administración, ¿son similares? Consulto porque, según 
entiendo, el caso de la estiba es distinto al de Cutcsa. ¿Tienen información al respecto? 


SEÑOR RIVEIRO.- Se puede decir que por reglamentación son iguales, pero presentan matices, señor 
Senador. 


Hoy en día, los Fondos Sociales de los trabajadores del Sunca tienen un descuento de un 0,25% 
de aportes a la vivienda, mientras que el otro 0,25% lo tributan las empresas. O sea que el ingreso de 
capital es de un 0,50%. Recién en estas instancias se ha podido retirar parte de los ahorros para empezar 
la construcción de viviendas con el sistema cooperativo. Como la reglamentación interna es igual, a cada 
adjudicatario le van a aplicar el mismo sistema de uso y goce que se empleó con nosotros durante tantos 
años. Quizá vaya a haber una doble tributación por la vivienda; por los años de aportes que llevan, 
prácticamente tienen la vivienda concedida, porque el dinero no sale de un préstamo bancario sino de los 
fondos genuinos de los trabajadores. Por lo tanto, considerando la situación de los Fondos, las situaciones 
son muy similares, aunque existen ciertos matices. Tal vez se manejen con otros criterios, pero el sistema, 
reitero, es el mismo: todo Fondo Social maneja su dinero propio, es decir, recursos genuinos. 


SEÑOR PRIETO.- Como bien dice la palabra, estamos frente a un sistema. Existen los sistemas 
cooperativos, los sistemas de ahorro previo, los sistemas de círculos y el sistema de Fondos Sociales de 
Viviendas, con sus características particulares, distinto al resto. No es cooperativa, no es círculo, no es 
ahorro previo; es un sistema de Fondos Sociales. Como decía el señor Riveiro, cada gremio que adopta 
este tipo de sistema tiene sus características particulares, su forma de administrarlo y de designarlo, pero 
la base es la misma. Así como en el sistema cooperativo cada cooperativa tiene sus particularidades, en 
este caso sucede lo mismo. La esencia de este tema está regulada por la ley madre y después cada uno 
tendrá sus peculiaridades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información que nos han brindado, que ha sido muy rica y 
sustanciosa. Luego de que se retiren, la Comisión va a deliberar para ver qué camino podemos adoptar 
para contribuir a aclarar esta problemática. 


SEÑOR RIVEIRO..- Antes de retirarnos, quiero hacer una acotación. 


Agradecemos que nos hayan recibido. Deseamos que en este tema se llegue a una solución que 
necesitamos como ciudadanos y trabajadores. Así como cumplimos con nuestras tareas diarias, también 
queremos que el Estado haga cumplir lo que está establecido por ley. Creemos que la solución está en 
manos de los legisladores y de este Gobierno, que se ha empeñado en resolver los temas habitacionales 
de este país. En esta reunión que hoy hemos tenido se han señalado situaciones que afectan a grandes 
masas de trabajadores porque hay muchos compañeros que, tal como está funcionando este sistema, 
están perdiendo sus derechos. Esperamos que se encuentren soluciones para que nuestros hijos puedan 
crecer con dignidad y en un futuro puedan defender los derechos del pueblo para que este país tenga un 
mejor destino. 


(Se retiran de Sala los representantes del Fondo Social de Vivienda) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que este es un problema sumamente complejo en el que a todos nos han 
quedado muy importantes dudas. Estimo que por la dimensión social y por las características que tiene 
esta problemática, ameritaría formular una invitación al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente a los efectos de recibir información por parte de la señora Ministra, o de quien ella 
determine, y aclarar un poco más este delicadísimo tema. 


En esta etapa, propongo concretamente invitar para la próxima sesión al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y remitirle la versión taquigráfica de esta sesión así como todos 
los datos que hemos acumulado -es decir, las leyes, la reglamentación, las denuncias, etcétera- que, 
además, serán repartidos a los señores Senadores a los efectos de formarnos una mejor idea sobre este 
problema. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 41 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


